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RESOLUCIÓN 
 

 
En San Juan, Puerto Rico, a 26 de agosto de 2016. 

Comparece la señora Wanda M. Beltrán Virella (Sra. Beltrán 

Virella), mediante el presente recurso de certiorari y solicita que 

revisemos una Resolución emitida el 23 de junio de 2016 y 

notificada el 29 de igual mes y año por el Tribunal de Primera 

Instancia, Sala Superior de Bayamón (TPI).  En su determinación, 

el Foro a quo declaró No Ha Lugar la “Moción Solicitando 

Autorización para Presentar Contestación Enmendada a Demanda 

Enmendada” presentada por la parte peticionaria.   

Examinada la comparecencia de la parte peticionaria, la 

totalidad del expediente1, así como el estado de derecho aplicable, 

procedemos con la disposición del presente caso. 

                                                 
1 El 9 de agosto de 2016 emitimos una Resolución en la cual se le concedió 

término al Foro de Instancia para que fundamentara la Resolución recurrida 

dictada el 23 de junio de 2016 a tenor con la Regla 83.1 de las Reglas del 

Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 83.1.  El 16 de agosto de 2016 el 
Instancia presentó la Resolución debidamente fundamentada.   
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-I- 

El 18 de marzo de 2014 la señora Yariliz Ortiz Navedo (Sra. 

Ortiz Navedo) instó una demanda sobre cobro de dinero en contra 

de la Sra. Beltrán Virella.  Alegó que la parte peticionaria le 

adeudaba $33,175.00 más intereses en concepto de un acuerdo de 

servicios profesionales existente entre las partes, mediante el cual 

la aquí peticionaria se obligó a pagarle a la recurrida los servicios 

de radiología prestados.  El 16 de mayo de 2014 la Sra. Beltrán 

Virella presentó su contestación a la demanda. 

El 15 de septiembre de 2014 la Sra. Ortiz Navedo presentó 

una demanda enmendada a los fines de incluir como demandada a 

la corporación MD Radiological Services PCS, la cual fue 

debidamente emplazada.2  Por su parte, el 15 de octubre de 2014 

la Sra. Beltrán Virella presentó su contestación a la demanda 

enmendada.  Negó responsabilidad en su carácter personal de la 

alegada deuda por haber actuado en representación de MD 

Radiological Services, PCS. 

Luego de varios trámites procesales, el 2 de marzo de 2015 el 

TPI emitió Orden sobre la presentación del Informe Preliminar 

entre Abogados.  En la misma, ordenó a las partes a consignar sus 

objeciones a la autenticidad y la admisibilidad de la prueba 

anunciada para el juicio o de lo contrario, se entenderían 

renunciadas salvo justa causa.  

El 28 de abril de 2015 las partes presentaron un “Informe 

Preliminar Entre Abogados”.  En dicho Informe, la Sra. Ortiz 

Navedo incluyó en su teoría la doctrina de descorrer el velo 

corporativo de la codemandada MD Radilogical Services, PSC.  Por 

su parte, la Sra. Beltrán Virella, se anunció como prueba testifical 

a los fines de declarar en cuanto a las conversaciones 

                                                 
2 El 24 de febrero de 2016 el TPI le anotó la rebeldía a MD Radiological Services, 
PCS y dictó Sentencia Parcial en su contra condenándolo, de forma solidaria, al 

pago de $33,175.00 más los intereses y al pago de costas y gastos del litigio. 
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extrajudiciales habidas entre su representación legal y la Sra. Ortiz 

Navedo en relación al pago de la alegada deuda de MD Radiological 

Services, PSC.  Indicó que declararía que no tuvo la intención de 

asumir la deuda de la corporación y que sus conversaciones y 

posibles ofrecimientos de pago hacia la parte recurrida, si algunos, 

fueron con la intención de hacer un pago a nombre de tercero y no 

de asumir la deuda.  No obstante, no consignó en el referido 

Informe objeción alguna en torno a la admisibilidad de las 

comunicaciones escritas cursadas entre las partes.   

El 1 de mayo de 2015 se celebró la vista de conferencia con 

antelación al juicio en la cual se discutió el informe y se hicieron 

algunas enmiendas aprobadas por el Foro de Instancia.  Debido a 

que aun faltaba descubrimiento de prueba, dicho Tribunal le 

concedió a las partes hasta el 26 de mayo de 2015 para concluir el 

mismo y el juicio quedó señalado para el 23 de julio de 2015.   

Luego de haberse terminado el descubrimiento de prueba, el 

13 de julio de 2015 se presentó el “Informe Preliminar Entre 

Abogados”, el cual sólo estaba firmado por la abogada de la Sra. 

Ortiz Navedo.    

El 23 de julio de 2015, la vista señalada para juicio se 

convirtió en vista de conferencia con antelación al juicio.  En dicha 

vista, la representación legal de la Sra. Beltrán Virella aceptó que 

se discutiera el “Informe Preliminar Entre Abogados” del 13 de julio 

de 2015 como informe conjunto y que se permitiera como estaba 

redactado.  Sin embargo, objetó que se permitiera a la Sra. Ortiz 

Navedo enmendar sus alegaciones para incluir lo relacionado a 

descorrer el velo corporativo de MD Radiological Services, PSC y 

solicitó exponer su posición por escrito mediante memorando de 

derecho.  Así, el TPI le concedió un término de 20 días para que 

presentara el mismo.  No obstante, dicho plazo transcurrió sin que 

la aquí peticionaria procediera con su presentación. 
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El 13 de noviembre de 2015, iniciada la vista señalada para 

juicio, la Sra. Beltrán Virella nuevamente objetó que se permitiera 

la enmienda a las alegaciones para descorrer el velo corporativo de 

MD Radiological Services, PSC.  No obstante, el Foro de Instancia 

resolvió que el término concedido para presentar su posición por 

escrito sobre el asunto ya había transcurrido sin que se presentara 

el mismo y sin indicar causa justificable para ello.  En 

consecuencia, dio por sometido el asunto y permitió a la Sra. Ortiz 

Navedo la enmienda en cuanto a descorrer el velo corporativo.  

Además, dispuso que la minuta de la referida vista constituiría la 

Resolución y aprobó el “Informe Preliminar Entre Abogados” según 

fue enmendado por las partes en las vistas celebradas. 

Surge del expediente ante nuestra consideración, que la Sra. 

Beltrán Virella indicó que recurriría ante el Tribunal de 

Apelaciones de permitirse la enmienda en cuanto a la alegación de 

descorrer el velo corporativo y solicitó la notificación de la Minuta-

Resolución, la cual fue notificada el 18 de noviembre de 2015.  

Inconforme, el 2 de diciembre de 2015 la peticionaria solicitó 

reconsideración.  La misma fue denegada por el TPI el 4 de febrero 

de 2016 y notificada en la misma fecha.  No obstante, la 

peticionaria no recurrió de dicho dictamen ante el Tribunal de 

Apelaciones.  

El 1 de marzo de 2016, la abogada de la Sra. Beltrán Virella 

presentó solicitud de relevo de representación legal la cual fue 

concedida mediante Orden dictada el 15 de marzo de 2016.  En la 

referida determinación, se le concedió a dicha parte un término de 

60 días para anunciar nueva representación legal y se le advirtió 

que la representación legal que contratara debería estar hábil para 

integrarse a los procedimientos en la etapa procesal que se 

encontraran.  En vista de ello, el juicio fue re-señalado para el 13 
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de junio de 2016.  Posteriormente, a solicitud de la peticionaria, el 

juicio fue nuevamente re-señalado para el 29 de agosto de 2016.   

El 14 de junio de 2016 la Sra. Beltrán Virella anunció nueva 

representación legal, la cual fue aceptada por el TPI.  A la par, 

presentó una “Moción Solicitando Autorización para Presentar 

Contestación Enmendada a Demanda Enmendada” y una 

“Contestación Enmendada a Demanda Enmendada”.  En esencia, 

las enmiendas a la contestación a la demanda eran a los fines de 

que se excluyera la admisibilidad de la prueba testifical y 

documental de las alegadas negociaciones habidas entre las partes 

que no culminaron en un acuerdo de transacción.   

El 23 de junio de 2016 y notificada el 29 de igual mes y año 

el Tribunal de Instancia emitió una Resolución y declaró No Ha 

Lugar la “Moción Solicitando Autorización para Presentar 

Contestación Enmendada a Demanda Enmendada”.   

No conteste con la denegatoria de la “Moción Solicitando 

Autorización para Presentar Contestación Enmendada a Demanda 

Enmendada”, el 10 de julio de 2016 la parte peticionaria 

compareció ante este Foro mediante el presente recurso de 

certiorari y esbozó el siguiente señalamiento de error: 

Primero: Erró el Tribunal de Instancia al denegar la 
autorización de enmienda a la contestación de la parte 
demandada para- excluir la admisibilidad- en la vista 

del caso en su fondo pautada para el 29 de agosto de 
2016- de prueba testifical y documental procedente de 
unas negociaciones entre la parte demandante y 
demandada, que no culminó con un acuerdo de 
transacción- para sostener la validez de la deuda, 
demostrar la cuantía de la deuda y para imponerle 
responsabilidad en su carácter personal a la parte 
demandada Wanda Beltrán Virella.    
 
El 7 de agosto de 2016 la peticionaria instó ante nuestra 

consideración una “Petición Injunction en Auxilio de Jurisdicción”, 

la cual declaramos No Ha Lugar, toda vez que no fue presentada de 

forma simultánea conforme lo dispone la Regla 79(E) del 



 
 

 
KLCE201601282    

 

6 

Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 

79(E).  

El 9 de agosto de 2016 emitimos una Resolución y le 

concedimos término al Foro de Instancia para que fundamentara la 

Resolución recurrida a tenor con la Regla 83.1 de las Reglas del 

Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 83.1.  En 

consideración a lo anterior, el 16 de agosto de 2016 el Foro 

primario presentó la Resolución debidamente fundamentada en la 

cual, además de hacer un detallado recuento procesal del caso de 

autos, expuso que su determinación obedeció a que permitir la 

enmienda de la demanda enmendada en este momento provocaría 

un perjuicio indebido a la parte demandante y una dilación en la 

resolución final del presente caso, aparte de que la misma era una 

tardía e injustificada.  Ello, teniendo en cuenta de que el caso ha 

estado señalado para juicio en seis ocasiones. 

 

-II- 

-A- 

La Regla 6.2(a) de las Reglas de Procedimiento Civil, 32 LPRA 

Ap. V, R. 6.2(a), dispone lo siguiente: 

(a) La parte a quien corresponda presentar una 
alegación responsiva admitirá o negará las 
aseveraciones en que descanse la parte contraria y 
expondrá sus defensas contra cada reclamación 
interpuesta, junto con una relación de los hechos 
demostrativos de que le asisten tales defensas. 
 
Por su parte, la Regla 13.1 de las Reglas de Procedimiento 

Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 13.1, estatuye lo siguiente: 

Cualquier parte podrá enmendar sus alegaciones en 
cualquier momento antes de haberle sido notificado una 
alegación responsiva, o si su alegación es de las que no 
admiten alegación responsiva y el pleito no ha sido 
señalado para juicio, podrá de igual modo enmendarla 
en cualquier fecha dentro de los veinte (20) días de 
haber notificado su alegación.  En cualquier otro caso, 
las partes podrán enmendar su alegación únicamente 
con el permiso del tribunal o mediante el consentimiento 
por escrito de la parte contraria; y el permiso se 
concederá liberalmente cuando la justicia así lo 
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requiera.  La solicitud de autorización para enmendar 
las alegaciones deberá estar acompañada de la 
alegación enmendada en su totalidad.  Una parte 
notificará su contestación a una alegación enmendada 
dentro del tiempo que le reste para contestar la 
alegación original o dentro de veinte (20) días de 
haberle sido notificada la alegación enmendada, 
cualquiera de estos plazos que sea más largo, a menos 
que el tribunal de otro modo lo ordene. 
 
Esta Regla, supra, permite a una parte enmendar sus 

alegaciones, con el propósito de atemperar el rigor estricto de otras 

reglas, cuando dicha parte, por alguna razón válida en derecho, ha 

omitido algo en sus alegaciones.  También son permitidas para 

clarificar o ampliar una defensa previamente interpuesta.  Neca 

Mortg. Corp. v. A&W Dev. S.E., 137 DPR 860, a las págs. 867-868 

(1995); Ortiz Díaz v. R. & R. Motors Sales Corp., 131 DPR 829, a las 

págs. 836-837 (1992); Pérez Cruz v. Hosp. La Concepción, 115 DPR 

721, a la pág. 737 (1984).  Los estatutos que conceden discreción a 

los tribunales para autorizar enmiendas, dejar sin efecto 

actuaciones anteriores, y otros actos similares para lograr justicia 

sustancial, son preceptos reparadores que deben interpretarse 

liberalmente.  Cuevas Segarra, José A. Tratado de Derecho 

Procesal Civil, San Juan, P.R., Publicaciones JTS, Vol. IV, Pág. 591 

(2011). 

A pesar de que los tribunales pueden conceder las 

enmiendas de forma liberal, esta liberalidad no es infinita.  Colón 

Rivera v. Wyeth Pharm., 184 DPR 184, a la pág. 199 (2012); 

Epifanio Vidal, Inc. v. Suro, 103 DPR 793, a la pág. 796 (1975).  El 

Tribunal Supremo de Puerto Rico ha establecido que al momento 

de permitir una enmienda a las alegaciones se deben ponderar los 

siguientes factores: (1) el impacto del tiempo transcurrido previo a 

la enmienda; (2) la razón de la demora; (3) el perjuicio de la otra 

parte, y (4) la procedencia de la enmienda solicitada.  S.L.G. Sierra 

v. Rodríguez, 163 DPR 738, a la pág. 748 (2005).  Cada uno de 

estos factores debe ser examinado en conjunto, ya que ninguno de 
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ellos opera aisladamente.  Es por ello que se ha resuelto que el 

paso del tiempo no impide que el Tribunal admita una enmienda.  

Los tribunales deben conceder el permiso para enmendar la 

demanda liberalmente, aun en etapas avanzadas de los 

procedimientos.  S.L.G. Sierra v. Rodríguez, supra, a la pág. 749.  

El poder de los tribunales para permitir enmiendas a las 

alegaciones es amplio, y tiene que demostrarse un claro abuso de 

discreción o un perjuicio manifiesto a la parte contraria para que 

se revoque la actuación del juez.  Neca Mortg. Corp. v. A&W Dev. 

S.E., supra, a la pág. 868.   

“En resumen, reiteramos que los tribunales gozan de 

discreción para conceder enmiendas a las alegaciones, y deben 

hacerlo liberalmente.  Ahora bien, al momento de ponderar si 

autoriza una enmienda, deben considerar en conjunto, los factores 

enumerados [anteriormente].  El factor de mayor relevancia es el 

perjuicio indebido que la enmienda pueda causar a la parte 

contraria, pero ello no significa que los demás factores no deban 

ser considerados.  Ocurre perjuicio indebido cuando la enmienda: 

1) cambia sustancialmente la naturaleza y alcance del caso, 

convirtiendo la controversia inicial en tangencial; [y/]o, 2) obliga a 

la parte contraria a incurrir en nuevos gastos, alterar su estrategia 

en el litigio o comenzar nuevo descubrimiento de prueba.  Colón 

Rivera v. Wyeth Pharm., supra, a la pág. 204. 

 
-B- 

Las determinaciones emitidas por un tribunal no serán 

alteradas en revisión apelativa, a menos que se demuestre exceso 

de discreción por parte del juzgador.  Job Connection Center v. 

Sups. Econo, 185 DPR 585, a las págs. 593-594 (2012).  Este Foro 

no interviene con el ejercicio de la discreción de los Tribunales de 

Instancia a menos que sea demostrado que hubo un claro abuso, 
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se erró en la interpretación o aplicación de cualquier norma 

procesal, o nuestra intervención en esta etapa evitará un perjuicio 

sustancial.  Lluch v. España Service Sta., 117 DPR 729, a la pág. 

745 (1986).  Al juzgador es a quien se le ha delegado el deber de 

discernir y dirimir las controversias expresadas; sólo se descartará 

el criterio de éste cuando sus disposiciones se aparten de la 

realidad, en fin sus determinaciones merecen gran respeto y 

deferencia. 

Cónsono con lo anterior, el auto de certiorari es un recurso 

discrecional mediante el cual se revisa y corrige un error cometido 

por un tribunal de menor jerarquía.  García v. Padró, 165 DPR 

324, a las págs. 334-335 (2005); Negrón v. Srio. de Justicia, 154 

DPR 79, a las págs. 90-92 (2001).  Por su parte, la Regla 40 del 

Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, 

establece los criterios que debemos tomar en consideración al 

atender una solicitud de expedición de un auto de certiorari.  Sobre 

el particular dispone: 

El Tribunal tomará en consideración los siguientes 
criterios al determinar la expedición de un auto de 
certiorari o de una orden de mostrar causa: 
 

(A) Si el remedio y la disposición de la decisión 
recurrida, a diferencia de sus fundamentos, son 
contrarios a derecho. 
 

(B) Si la situación de hechos planteada es la más 
indicada para el análisis del problema. 
 

(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error 
craso y manifiesto en la apreciación de la prueba por el 
Tribunal de Primera Instancia. 

 
(D) Si el asunto planteado exige consideración 

más detenida a la luz de los autos originales, los cuales 
deberán ser elevados, o de alegatos más elaborados. 

 
(E) Si la etapa del procedimiento en que se 

presenta el caso es la más propicia para su 
consideración. 

 
(F) Si la expedición del auto o de la orden de 

mostrar causa no causan un fraccionamiento indebido 
del pleito y una dilación indeseable en la solución final 
del litigio. 
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(G) Si la expedición del auto o de la orden de 

mostrar causa evita un fracaso de la justicia. 
 

 
-III- 

Luego de analizar la totalidad del expediente sometido y a la 

luz de la normativa previamente citada, concluimos que en la 

presente petición de certiorari no está manifestado criterio alguno 

de los establecidos en la Regla 40 del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones, supra. 

Al considerar las circunstancias particulares del caso de 

autos, resulta necesario sostener que corresponde a los tribunales 

garantizar la solución justa, rápida y económica de los casos.  

Como reseñamos, una vez las partes han intercambiado 

alegaciones, solo podrán enmendarlas con el consentimiento 

escrito de la parte contraria o con el permiso del tribunal.  Regla 

13.1 de las Reglas de Procedimiento Civil, supra.  Ahora bien, la 

facultad para conceder permiso para enmendar las alegaciones 

debe ejercerse liberalmente ponderando varios elementos 

establecidos por el Tribunal Supremo a saber: (1) el impacto del 

tiempo transcurrido previo a la enmienda; (2) la razón de la 

demora; (3) el perjuicio de la otra parte, y (4) la procedencia de la 

enmienda solicitada.  S.L.G. Sierra v. Rodríguez, supra, a la pág. 

748.  Los tribunales no deben permitir enmiendas a las 

alegaciones, si éstas pudieron haberse presentado oportunamente.  

Lo contrario, frustraría el propósito que persiguen las reglas 

procesales de garantizar una solución justa, rápida y económica.  

En el presente caso, el TPI consideró los cuatro elementos 

previamente esbozados al denegar la solicitud para presentar 

contestación a demanda enmendada instada por la peticionaria.  

Concederle a la Sra. Beltrán Virella permiso para enmendar su 

contestación a la demanda durante esta etapa de los 
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procedimientos, más de dos años después de haberse presentado 

la demanda de autos y luego de haberse re-señalado el juicio en 

seis ocasiones, además de tener el resultado de permitirle 

retractarse de manera tardía de sus actuaciones, tendría el efecto 

de reabrir el descubrimiento de prueba.  Ello, conllevaría un 

aumento significativo en los costos del litigo para la parte recurrida 

y un considerable retraso en el caso.  Es menester añadir, que la 

prueba que la peticionaria pretende objetar mediante contestación 

a demanda enmendada, fue estipulada durante la vista de 

conferencia con antelación al juicio, por lo cual la misma es 

vinculante para ambas partes.     

Cabe señalar, que el TPI mediante Orden emitida el 15 de 

marzo de 2016, le concedió un término más que razonable a la 

parte peticionaria para anunciar nueva representación legal y le 

advirtió que ésta debería estar hábil para integrarse a los 

procedimientos en la etapa que se encontraban con el fin de evitar 

una dilación innecesaria en los procedimientos.  Siendo ello así, no 

cabe duda que el Foro primario le garantizó su debido proceso de 

ley.  De igual manera, la Sra. Beltrán Virella tuvo la oportunidad 

de recurrir ante este Tribunal de Apelaciones de la Minuta-

Resolución emitida el 18 de noviembre de 2015 en la cual el TPI 

aprobó el “Informe Preliminar Entre Abogados” enmendado y con 

las estipulaciones sobre la prueba que la peticionaria pretendía 

objetar.  Sin embargo, nunca recurrió de dicho dictamen.   

En definitiva, la solicitud de las enmiendas a las alegaciones 

por parte de la Sra. Beltrán Virella en esta etapa procesal es una 

tardía.  Sin lugar a dudas, su autorización crearía un perjuicio 

indebido hacia la otra parte y frustraría el propósito que persiguen 

las reglas procesales de garantizar una solución justa, rápida y 

económica. 



 
 

 
KLCE201601282    

 

12 

Sostenemos que no está invocado en el auto de certiorari 

promovido criterio alguno de los establecidos en la Regla 40 del 

Reglamento del Tribunal de Apelaciones, supra.  Además, no surge 

de la petición presentada que el TPI haya actuado contrario a 

derecho o en violación al debido proceso de ley; nos corresponde 

abstenernos de intervenir con el dictamen del Foro recurrido el 

cual dispone adecuadamente de los asuntos.  Procede la 

denegatoria de la petición ante nuestra consideración. 

 

-IV- 

Por los fundamentos antes expuestos, denegamos la 

expedición del auto de certiorari presentado por la señora Wanda 

M. Beltrán Virella.  Regla 40 del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones, supra. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 
                                                  Lcda.  Dimarie Alicea Lozada 
                                           Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


